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Me corresponde referir la evolucién de la' ordenacién juridico-ad-
ministrativa en materia econémica durante los altimos cincuenta
afios. Medio siglo, jnada menos! Es tarea sugestiva, tanto como car-
gada de dificultades. Y no por acudir al facil y habitual recurso de
que lo de uno es siempre lo mas dificultoso. Hay fundadas razones
que avalan lo que digo. Basicamente, su complejidad: no se trata de
referir el desarrollo de un tema institucional todo lo trascendental
que se quiera, pero fundamentado, a lo mas, en dos o tres textos le-
gales. En nuestro caso, son cientos y cientos los que han determina-
do la evolucién de nuestra Administracién econémica y que, aunque
su referencia pueda resultar tediosa, resulta obligada. Textos, ade-
maés, en permanente mutacién, sometidos a una constante dinamica
de cambio. Como es légico, consideraré tan sélo, sin pretensién al-
guna de exhaustividad, los que constituyen los hitos de ese proceso
conforme a periodos convencionalmente establecidos. A su vez, y si-
guiendo a los criterios fijados para esta edicién jubilar, la exposicién
sera fundamentalmente descriptiva, un tanto a modo de ensayo: sal-
vO muy raras excepciones, no recogeré referencias bibliograficas: tan
s6lo algunas muy especiales, como es l6gico, a estudios publicados
en esta REVISTA. .

Exposicion, pues, de un proceso en el que resultara notorio el
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condicionante politico de cada momento; también, el que impone el
contexto intencional. Y aunque sea adelantar un tanto el contenido
de estas reflexiones, podremos observar la azarosa evolucién habida
desde una ordenacién de la realidad econémica intensa, caéticamen-
te intervenida, que, tras mil avatares, concluira en la afirmacién defi-
nida de los principios de libertad econémica y del mercado, que, ad-
viértase desde ahora, no suponen expulsar a los Poderes publicos de
la realidad econémica.

1. DE UNA SITUACION NOTORIAMENTE INTERVENIDA A UN ESBOZO
DE LIBERALIZACION ECONOMICA (1950-1959)

Es 1950 la fecha que se fija como punto de partida de las presen-
tes reflexiones. En aquel entonces, como es 16gico, en muchos aspec-
tos estd todavia presente la ordenacién establecida inmediatamente
después de la guerra civil, regulacién de emergencia, dispersa, y que
ademas pretende ser omnicomprensiva de toda la realidad econémi-
ca (1). El extraordinario grado de intervencién administrativa que

(1) La panoramica de la situacion que refiero, muy en sintesis, queda expuesta en los
términos siguientes. Se trata, ante todo, de una ordenacién ampliamente casuistica, que
considera los distintos sectores de forma aislada y que trata de enfrentarse con una situa-
cién eminentemente critica para abordar la reconstruccién del pais conforme a criterios
de notorio sentido autarquico; es la autosuliciencia, que impone el contexto de aislamien-
to internacional. Con este sentido, a través del Instituto Nacional de Industria se establece
por primera vez entre nosotros un amplio sistema de gestién industrial del sector puablico,
cuyos fines, en los términos que expresa su propia Ley fundacional, son en extremo expre-
sivos de los criterios de autarquia y suficiencia sefialados. Es la situacién que debemos
considerar como punto de partida: afio 1950. Denominador comin de tan compleja orde-
nacién de la realidad economica cs ¢l de que toda ella aparece inspirada en criterios de
notorio caracter intervencionista: la realizacién de cualquier actividad (por pequefa que
pueda ser), la simple modificacién incluso del modo y forma en que pudicra venir llevan-
dose a cabo, estan sometidas a un amplio control de la Administracién. Contingentacion
también casi generalizada de buena parte de los medios materiales de produccién, asf
como también de las mercancias que se producen: afio 1950. Esta vigente la Ley de Orde-
nacién y Defensa de la Industria de 24 de noviembre de 1939 —baste tener prescnte la fe-
cha para comprender facilmente los criterios que refleja—; también, en 1946 se habia re-
novado e] privilegio de cmisién del Banco de Espana: el sistema bancario, siempre con ta-
rifas intervenidas, se rige por el principio del status quo bancario, que dara lugar a una
fuerte concentracién de poder en la banca ya cstablecida; las [unciones de supervisién son
directamente desemperiadas por un érgano del Ministerio de Hacienda. El sistema de cré-
dito oficial se sanciona de modo gradual con caracter no sélo promotor, sino incluso asis-
tencial. Una muy fuerte intervencién publica se manticne en la llamada politica de subsis-
tencias: la Ley de 30 de septiembre de 1940 habia creado la Fiscalia de Tasas, que no se
suprimiria hasta 1956. Los precios estdn en su mayvor parte intervenidos, situacion que ile-
garé hasta el Decreto-ley de ordenacién econémica 10/1959. Se fortalece también la Admi-
nistracién econdmica con la creacién en 1951 del Ministerio de Comercio, con un senti-
do notoriamente intervencionista, como lo es todo el sistema del comercio exterior. El de-
sarrollo de las estructuras agrarias —ampliamente fomentado por aquel entonces— co-
rre basicamente a cargo del Estado o de organismos auténomos establecidos al efecto; dis-
tintas técnicas de intervencién publica inciden en la mayor parte de los mercados agrarios
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supone conduce a que su enjuiciamiento no pueda ser sino critico.
No excluyo que aquélla pudiera estar justificada en algunos extre-
mos; bien que mal, con tal intervencién se trata siempre de salva-
guardar una serie de valores, en otro caso de realizacién practica-
mente imposible y que el mercado en sus mas puros términos no ga-
rantiza. La mayor parte de los paises de nuestro contexto adoptaban
también por aquel entonces soluciones semejantes. En nuestro caso,
lo realmente objetable era el planteamiento globalizador e indiscri-
minado con que se estableci6 el sistema y, también, que no se rectifi-
cara de forma gradual v progresiva. S6lo muy tarde habra una timi-
da reduccién de las técnicas interventoras. En cualquier caso, el
cambio de rumbo se impondria forzado por los hechos, ante la situa-
cién de gravedad extrema en la que se encontrd nuestra situacién
econémica desde mediados de la década de los cincuenta.

El caético modo con que se plantea el sistema de intervencién en
el &mbito econémico se acredita muy cumplidamente al considerar,
en particular, sus aspectos organizativos: va a consolidarse o a esta-
blecerse, sin orden ni concierto, una auténtica constelacién de orga-
nizaciones de distinto tipo, referidas genéricamente a un concepto
tan poco definido en aquel entonces como es el de organismo auté-
nomo, con el fin de llevar a cabo la mayor parte de la ordenacién y
gestién del sistema econémico. Son estas férmulas organizativas,
como he sefialado en otra ocasién, las que el régimen politico del
momento asume, basicamente, para la accién que mas o menos no-
vedosamente considera como propia. Organizaciones sectoriales sin
apenas relacién entre ellas: la Administracién se convierte asi en pe-
quefios reinos de taifas. Planteamiento generalizado en el que hay
que advertir también el casi permanente estado de tensién entre es-
tas organizaciones y el Ministerio de Hacienda, aquéllas en la bus-
queda de la correspondiente autonomia financiera, incluso apoyada
en el reconocimiento siempre creciente de su parafiscalidad.

Es obligado notar la situacién en cierto modo paradéjica a la que

(Servicio Nacional del Trigo, Comisaria de Abastecimientos y Transportes); determinados
cultivos estan también contingentados y su realizacién requiere de las correspondientes
autorizaciones. El cuadro expuesto debe completarse refiriendo cémo la publicatio que se
hace de numcrosas actividades (algunas de ellas, ciertamente, respondian va al concepto
de servicio publico) debe rcalizarse bajo una férrea disciplina juridico-administrativa, sin
olvidar, claro es, el control que se ejerce a través de la preceptiva aprobacién de las tarifas
correspondientes. Unase a lo dicho el amplio sistema de intervencién municipal sobre el
establecimicnto v ejercicio de las actividades econémicas, articulado técnicamente con la
apoyatura de la decantada legislacion local del momento y, en especial, del Reglamento de
Servicios de las Corporaciones Locales, que, ademas, daria lugar a que, a través de las fér-
mulas municipalizadoras generalizadas, fuera éste el cauce para la prestacién habitual de
la mayor parte de los servicios municipales. No se olvide, en cualquier caso, que esta situa-
cion de notable intervencion publica en el ambito cconoémico es nota generalizada de casi
todos los ordenamientos europeos.
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responde el sistema de intervencién econdmica, en el que el sector
publico juega un papel importante. Chocarad con los principios que
sancionan las llamadas leyes fundamentales del momento, cuya ope-
ratividad practica, siempre en extremo reducida, se evidencia una
vez mas. Aquéllas, ademas del sometimiento de todos los factores de
la produccién al supremo interés de la nacién (XI, 1, del Fuero del
Trabajo), reiterarian con insistencia el llamado principio de subsidia-
riedad, por cierto entendido muy peculiarmente, sefialando que el
Estado en general no sera empresario (VI, 4, del Fuero del Trabajo) y
sancionando también que el principio de la iniciativa privada consti-
tuye el fundamento de toda la actividad econémica (X de la Ley de
principios fundamentales).

No cabe decir que hasta el afio que se toma como punto de parti-
da de estas reflexiones la doctrina haya dedicado su atencidn a estas
cuestiones de modo sistematico. No debe extranar, habida cuenta el
caracter fragmentado y asistematico de la ordenacién del sector eco-
némico. Y es precisamente ese afio 1950 cuando, correspondiendo al
tercer trimestre, aparece el numero 3 de esta REVISTA, con caracter
monografico sobre «empresas piiblicas y nacionalizaciones». Grueso
volumen, auténtico hito inicial en el estudio de la Administracién
econdmica. Casi todas las colaboraciones, muy en consonancia con
la ideologia del momento, transpiran de forma mas o menos abierta
una evidente tendencia hacia una economia intervenida en la que los
Poderes publicos deben desempefiar un notable protagonismo (2).
Habida cuenta la forma en que se plantea el sistema de ordenacién y
de gestién publica del sistema econémico, se comprende no haya es-
tudios doctrinales que lo consideren globalmente; no obstante, la
doctrina estudia aspectos institucionales concretos, ya arraigados
entre nosotros, cuestiones de indudable trascendencia en el ambito
del Derecho administrativo econémico que se analizan en trabajos
de muy notable rigor (3).

(2) Esen el ambito del Derecho mercantil donde, en todo caso, con un notorio carac-
ter excepcional, habian aparecido algunos trabajos que realmente resultan pioneros: los de
GIRON TENA, PoLO, la polémica entre RuBio y CONDE, etc. En relacién con las colaboracio-
nes del nam. 3 de la REvisTA, como excepcién a lo que digo, advertiré que tan s6lo Valen-
tin ANDRES ALVAREZ, en un escrito de muy notable belleza, advierte muy explicitamente de
los riesgos que puede suponer que ¢l Estado en el ejercicio de esos cometidos traspase los
limites logicos que lo publico debe tener. En ese mismo volumen de la REVISTA, José Luis
VILLAR PaLast publica su estudio sobre la actividad industrial del Estado, concepto que le
lleva nada menos que a replantearse la doctrina tradicional de las distintas formas de ac-
tuar de la Administracién —policia, fomento y servicio publico—, constituyendo este tra-
bajo, en mi opinién, el auténtico punto de partida entre nosotros de los estudios de Dere-
cho administrativo econémico.

(3) Son siempre sobre cuestiones muy particulares, destacando los muy numerosos
del propio VitLaR PaLast sobre el poder de policia y el precio justo, sobre transferencias
coactivas, sobre la doctrina del fomento, Administracién y planificacién, etc. Eduardo
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En una primera fase, pues, la ordenacién juridico-administrativa
del sistema econdémico es plenamente heredera de la existente con
anterioridad; las rectificaciones son minimas.

2. CAMBIO DE RUMBO HACIA SOLUCIONES MAS LIBERALIZADORAS
EN LA ORDENACION JURIDICO-ADMINISTRATIVA DEL SISTEMA ECONOMICO.
DEL PLAN DE ESTABILIZACION A LOS PLANES DE DESARROLLO

Se dice, y se dice con razén, que la realidad es tozuda v que, gus-
te o no, es la que impone nuevos rumbos, nuevas orientaciones que
son las que deben seguirse. La que impone también, ahadiria yo, los
cambios que el ordenamiento juridico ha de experimentar necesaria-
mente. Es juicio que me sugiere la consideracién de la realidad eco-
ndémica espafiola de mediados de la década de los cincuenta, habida
cuenta los términos en que la refieren los escritos de la época; inclu-
so los mas proclives a la situacién politica del momento. Una situa-
cién que, desde el punto de vista econémico, cabe calificar no ya de
critica, sino de agénica: un Estado, se ha escrito, en situacién técni-
ca de quiebra. Se impone el cambio; una orientacién totalmente dis-
tinta en la ordenacién juridica del sistema econémico. Es preciso li-
beralizarlo.

La presencia del Estado pasaria a justificarse en aquel entonces en
cuanto es necesaria para establecer las correcciones, las profundas
correcciones que es necesario introducir. El cambio de Gobierno es
obligado; se abre paso el llamado Gobierno de los tecnécratas. Espa-
fia ingresa en la OCDE en julio de 1939; al dia siguiente, y vinculado
naturalmente con tal circunstancia, se dicta el Decreto-ley 10/1959,
de 21 de julio, de ordenacién econémica, punto de partida de un
cierto proceso de liberalizacion que se considera imprescindible ante
la agénica situacién de la realidad econémica espanola.

En tres apartados dividiré la exposicion de este periodo. El pri-
mero, relativo a las medidas que directamente se derivan del referido
Plan de estabilizacién que, en cierto modo, seria preparatorio de los
Planes de Desarrollo Econémico y Social que seran objeto del segun-
do, para concluir con el estudio de la crisis econémica de los setenta,
que constituira el tercero.

Garcia DE ENTERRIA dedicard también especial atencién a estas cuestiones en temas tales
como la actividad industrial y mercantil de los Municipios, el problema de Ias tasas y los
servicios publicos, los transportes por carretera; GARRIDO FALLA se referira también a estas
cuestiones al estudiar el papel de la Administraciéon publica en el marco del Estado con-
temporaneo, y J. A. GARc{a-TREVUIANO analizar4 especialmente los aspectos organicos de la
Administracién econémica.
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a) Las primeras medidas de rectificacion del sistema precedente

He insistido en la falta de sistema a la que respondia la ordena-
ciéon juridico-administrativa econdmica. Ordenacién cadtica que lo
primero que requiere al tratar de rectificarla es, como es légico, im-
poner un cierto orden. El primer resultado de estos intentos de reor-
denacién sera, como es sabido, la LEEA de 1958. En relacién con
ella, quiero comenzar recordando que al establecer con caracter ge-
neral el régimen juridico de las referidas entidades se insistira, de
modo principal, en los aspectos de su gestién financiera y econémi-
ca. La Ley, es cierto, sanciona su regulacion institucional. No obstan-
te, la prevalencia de esos aspectos es destacada. Basta la simple lec-
tura de la misma para avalar lo que se dice. Una Ley que es, basica-
mente, una Ley de defensa del propio Estado —de la Hacienda del
Estado—, para no verse devorado, como nuevo Saturno, por sus pro-
pios hijos: defensa de la Hacienda del Estado frente a sus organis-
mos auténomos. Es visible el recelo y desconfianza que en relaciéon
con ellos se respira a lo largo de toda la Ley. La gestién de esas enti-
dades, tan condicionante de la Administracién econémica del mo-
mento y entre las que estan las llamadas Empresas Nacionales en
forma de sociedades mercantiles, es sometida a un complejo sistema
de controles.

A la misma finalidad que la LEEA respondia también la Ley de
igual fecha —26 de diciembre de 1958— sobre tasas y exacciones pa-
rafiscales: se trataba de establecer un cierto orden en el mundo de la
llamada parafiscalidad en aplicacion del principio de legalidad tribu-
taria, afrontando la practica casi generalizada de que algunos fun-
cionarios, no todos, percibieran como complemento de sus siempre
magras remuneraciones el importe de las tasas que se satisfacian por
los servicios que prestaban (4).

La rectificacién, que trata de establecerse con caracter general,
incidira naturalmente en una mayor liberalizacién de la actividad
econdémica. Concrecién importante: que mientras en este ambito se
dan pasos notables, el tema de una mayor liberalizacion politica es
practicamente desconocido. El ejercicio de la actividad econdmica se
trata de que no esté sometido, como hasta entonces, a autorizaciones

(4) La practica que refiero constituiria practica bastante generalizada, si bien no lo
era en términos absolutos: recuerdo la irritacién que me produjo —uno era bastante jo-
ven— cuando, un verano en Bilbao, una sefiora muy muy de Neguri me decia que vo sus-
pendia mucho en Valladolid porque asi volvia a cobrar otras tasas... En cualquier caso, €l
procedimiento de convalidacién de tasas va existentes previsto en la propia Ley, redujo en
gran medida Jos efectos que la misma pretendia alcanzar.
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y controles permanentes. El cambio mas importante sobre estas
cuestiones lo establecera el Decreto 1775/1967, de 22 de julio, sobre
régimen de instalacién, ampliacién y traslado de industrias: mante-
niendo algunos supuestos, los que se sefialan, en los que se sigue re-
quiriendo autorizacién administrativa, en otros, con la finalidad de
rectificar la generalizada situacién de minifundio industrial, se de-
clara libre, requiriéndose tan sélo el cumplimiento de unas condicio-
nes minimas de constatacién reglada, y en otros, por ultimo, puede
hacerse libremente. En relacién con la temaética referida, la regula-
cién aparecera mas tarde, hay que senalar la que se establece en ma-
teria de precios: el Decreto 3477/1974, de 20 de diciembre, y las nor-
mas posteriores romperan la situacién existente, practicamente de
absoluta intervencién en la fijaciéon de los precios; algunos conti-
nuan sometidos a régimen autorizatorio; hay otros que se conside-
ran libres; y, ademas, se establecen férmulas en cierto modo interme-
dias, precios en régimen de vigilancia especial, precios convenidos,
que suponen un paso importante en relacién con la liberalizacion del
sistema.

Pasos importantes, se dice, en relaciéon con la reduccién de las
medidas de intervencién publica. El juego de las palabras, sin em-
bargo, no debe conducirnos a conclusiones equivocas respecto a la
realidad del papel de la iniciativa privada, en relacién con la cual sj-
guen siendo todavia abundantes las medidas de intervencién publica
en una gestién que, basicamente, sigue siendo modulada por los Po-
deres publicos. Libertad econ6mica que, obviamente, supone garan-
tizar la debida competencia. De ahi, y ciertamente como exigencia
de las organizaciones internacionales, se dictara la Ley 110/1936, de
20 de julio, de represicién de practicas restrictivas de la competen-
cia, que, sin embargo, apenas si tendria efectividad préactica en un
primer momento (5). :

Nueva ordenacién también del sistema financiero: el Banco de
Espafia, que se nacionaliza, se establece conjuntamente como eje de
la Administracién monetaria y de la Administracién crediticia. Es
ésta la mayor novedad que se introduce; el Banco de Espaia, tam-
bién, como centro decisor de todo el sistema del crédito oficial. Con-
cluye el llamado principio del statu quo bancario, y por lo que se re-

(3) Era, ademas, por aquel entonces tema de moda a nivel internacional. Las funcio-
nes se encomiendan al Tribunal de Defensa de la Competencia y al Servicio de Defensa de
la Competencia. Una Ley de complejidad extrema, que se fundamenta en el concepto de
orden publico econémico en los términos que expresa su amplia v académica Exposicion
de Motivos. Lastima que, practicamente, seria durante muchos afnos letra muerta. sin que
se hiciera aplicacién efectiva alguna de la misma. Para nada vino a aliviar las situaciones
que trataba de evitar.
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fiere a las entidades bancarias existentes se va a permitir su expan-
sién conforme a los correspondientes Planes que al efecto se estable-
cen, abriéndose también la posibilidad para la creacién de nuevos
Bancos a través de férmulas autorizatorias que principalmente tra-
tan de garantizar su solvencia y viabilidad (6). Sistema financiero
que se completa con una practica y total equiparacion del régimen
juridico de los Bancos y de las Cajas de Ahorro, que, como todas las
demas entidades de crédito, quedan sometidas al control y supervi-
sién del Banco de Espaiia.

El sistema establecido a raiz de la Ley de Bases y de Ordenacion
del Crédito y de la Banca y de los Decretos-leyes que la desarrollaron
haria crisis como consecuencia del caso Matesa, especialmente por
lo que se refiere a la ordenacién del crédito oficial. Como consecuen-
cia de ello, la modificarian infinidad de disposiciones. Es tema al
que he dedicado mi atencién en otras ocasiones; personalmente,
quiero decir que no cuestiono el sistema que se establecid, sino la no
efectividad practica de muchas de las previsiones que contenia. El
Banco de Espaia, eje de la Administracién crediticia, asumia la fis-
calizacién vy supervision de todas las entidades de crédito; posibili-
dad que, una vez mas en nuestra historia, quedaria practicamente
sin estrenar. Tan sé6lo muchos afios después habria de ponerse en
funcionamiento. Se sefnalé igualmente la excesiva concentracion de
funciones, que 1dgicamente es también concentracién de poder, que
la nueva ordenacién residenciaba en el Banco de Espaia, v en con-
creto en su Gobernador, situado al frente de la Administracién mo-
netaria y de la Administracién crediticia. Puede ser. Un dato, sin em-
bargo, debe advertirse: no es sino que esa concentracién de las fun-
ciones de Administracién monetaria y crediticia seria la que
posteriormente se estableceria en nuestro ordenamiento; incluso ha-
bria de constituir una de sus caracteristicas mas propias a tener en
cuenta también para la constitucién del Banco Europeo.

Algunas breves consideraciones para completar la exposicion del
periodo que se estudia. En primer lugar, la amplia modificacién que,
en concordancia con lo dicho, sufre el régimen de inversiones ex-
tranjeras, el comercio de importaciones y el de exportacién; y, légica-
mente, el mercado de divisas. Una de las circunstancias que se habi-

(6) Hay en aquel entonces una auténtica fiebre para la creacién de nuevas entidades
bancarias. No enjuicio los procedimientos seguidos al efecto. Constato, simplemente, que
la casi totalidad de las entidades creadas al lmpulso de los aires desarrollistas entrarian en
crisis afios después. Una crisis debida a unos criterios de gestién, basicamente irresponsa-
bles, que la Administracién crediticia del momento no supo o no quiso prevenir. Crisis de
muy graves consecuencias econémicas que precisamente aflorarian en el momento de
transicion politica.
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an considerado como mas condicionantes de la situacién critica de
nuestra economia era la falta de inversiones extranjeras y la no exis-
tencia de un comercio exterior que permitiera la exportacién de
nuestros productos. Se rompe asi una situacién de aislamiento,
abandonandose la consideracién autarquica y suficiente de nuestro
sistema econdmico.

Querria referir también la proyeccién en el ambito econémico del
creciente papel de la Presidencia del Gobierno, coordinando compe-
tencias y cometidos de distintos Departamentos ministeriales. El
tema arranca de alguna de las previsiones contenidas en la Ley de
Régimen Juridico de la Administracién del Estado y cristalizara en
la constitucién de la Oficina de Coordinacién y Programacién Eco-
némica (OCYPE). Se trata de una férmula importante que, quiza, no
tuvo la efectividad practica que era de desear. En cualquier caso, con
la prelacién con que se senalaban determinados sectores y las medi-
das que se arbitraban, venia a romperse la fragmentacién que, como
se dijo, caracterizaba la ordenacién y gestién de nuestra Administra-
cién econdmica. Se establecen asi férmulas obligadas de direccién y
coordinacién entre las distintas actuaciones de significado econémi-
co, coordinacién que también sancionaria la Ley de Reforma del sis-
tema tributario de diciembre de 1957, al referise a la que debia exis-
tir entre los Planes provinciales, ya arraigados en e] ambito local, y
«el Plan Nacional que habra de redactarse».

b) La planificacién econdmica: desarrollo y alcance.
La planificacién como mito.
Su impacto en el dmbito de las instituciones juridicas

En los paises de economia de mercado, ya desde antes de la década
de los sesenta, y persiguiendo siempre un planteamiento mas o menos
globalizado de la ordenacién de la actividad econémica y de las accio-
nes de los Poderes publicos, se generalizd, como es sabido, de forma
creciente el recurso de férmulas de planificacién econémica (7). Entre
nosotros, en 1962 se adoptan las medidas preliminares para la elabo-
racién del I Plan (1964-1967), aprobado por Ley 194/1963, de 28 de
diciembre. El Plan es vinculante para el sector publico y tan sélo in-

(7) Tras los rechazos que la férmula suscita semanticamente, el fendémeno en las dis-
tintas versiones que ofrecera terminara por gencralizarse. Destaca la que recibe en Fran-
cia: con antecedentes que proceden del periodo inmediato a la postguerra, a rafz del
IV Plan, el primero que en su totalidad se elabora, aprueba y rige después de la Constitu-
cion gaullista de 1958, la férmula constituird la base de toda la politica econémica v social
del pais. Y es este modelo de planificacién, de planificacién «a la francesa» se le calificara,
el que se acoge entre nosotros.
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dicativo para el privado, a no ser que la obligatoriedad la establezca
una ley o que aquél lo acepte libremente a la vista de una serie de be-
neficios e incentivos que se establecen: accién concertada, subven-
ciones, exenciones fiscales, etc. Juridicamente, el aspecto mas im-
portante a sefialar es que la citada Ley 194/1963, tras aprobar el Plan
en su primer articulo, establece ademds un régimen normativo sin-
gular para su ejecucién. El II Plan (1969-1971) responde a analogo
planteamiento: la Ley 1/1969, de 11 de febrero, lo aprueba y sancio-
na el correspondiente sistema normativo para su ejecucion, sin per-
juicio de que se remita también a algunos preceptos establecidos
para la ejecucién del Plan anterior. La Disposicion final 3.* de esta
tltima Ley autorizé al Gobierno para publicar el texto refundido de
la misma y el de la Ley 194/1963, que se llevara a cabo por Decreto
902/1969, de 9 de mayo. Igual mecanica se sigue en relacién con el
III Plan (1972-1975), aprobado por Ley 22/1972, de 10 de mayo: su
texto refundido, que recogera también las disposiciones que se sefia-
lan vigentes de los anteriores, se contiene en el Decreto 1541/1972,
de 15 de junio.

La planificacién econémica en los paises occidentales quedé vin-
culada a situaciones de crecimiento y desarrollo de la actividad eco-
némica; o, dicho en términos que conviene retener, se referia a toda
«la actividad economica general». Desarrollo y planificacién econémi-
ca se entendieron casi como términos intrinsecamente vinculados.
La segunda conducia necesariamente al primero. No obstante, el es-
pejuelo de los juicios expuestos se resquebrajaria, v su consecuencia
seria el abandono de la generalizacién con que venian ofreciéndose
estas férmulas de planificacién econémica. Son varias las causas que
estan en la base del fenémeno que refiero. En primer lugar, v de
modo principal, la situacién a que diera lugar la crisis energética de
los setenta. Es légico: cuando se requieren, v se requieren con nece-
sidad imperiosa, medidas que deben adoptarse con urgencia, y que
no admiten demora; cuando, ademads, resulta imposible vislumbrar
el devenir y la evolucién de las distintas situaciones, incluso en un
futuro inmediato, y ello por causas externas y ajenas; cuando todas
las economias nacionales estdn en un marcado grado de interaccién;
cuando, ademas, es imposible conjeturar las medidas que deben
adoptarse en un muy préximo futuro, ¢cémo es posible intentar pre-
determinar, por mucha flexibilidad con que se pretenda hacerlo, los
comportamientos de todos los operadores econémicos, con caracter
de globalidad, por tres, cuatro o mas afios? Aqui esta la razén funda-
mental y dltima de la crisis de esta forma de entender la planifica-
cién econémica. Hay otras que también pueden ayvudar a compren-
der el abandono de las [ormas globales de planificacién econémica.
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Entre ellas, piénsese en las consecuencias que se derivan del progre-
sivo y creciente desarrollo tecnolégico. Es dificil prever y ordenar,
con una cierta consistencia, acciones y comportamientos por un de-
terminado periodo cuando no se conocen realmente las posibilida-
des efectivas que puede haber para su puesta en practica. También
se ha sefalado como causa que puede ayudar a explicar el abando-
no de estos planteamientos la generalizacién habida en distintos sis-
temas politicos de férmulas pluralistas de caracter federal o regio-
nal, incompatibles en parte, por muy genuinamente democréticas
que sean, con las de caracter centralizado de la planificacién. No
creo, sin embargo, que esta razén, aun dificultando desde luego las
férmulas de planificacion general, sea por si causa bastante para ex-
plicar su abandono. En todo caso, es de advertir que, durante mas
de diez anos, absolutamente toda nuestra Administracién econémi-
ca giré en torno al tema de la planificacién, asumido como auténti-
ca mistica, que vino a condicionar toda la accién publica y privada
en el Ambito econdémico vy social: la puesta en practica de las distin-
tas técnicas institucionales ya arraigadas en nuestro sistema juridi-
co-administrativo (concesiones, subvenciones, autorizaciones, etc.)
era preciso dimensionarla siempre desde la perspectiva y con la re-
ferencia a las previsiones que en cada caso ofrecia la planificacién.
Aparecian también figuras institucionales practicamente desconoci-
das hasta entonces o que, aun existiendo ya, cobraron una nueva di-
mensién (8).

Algunas observaciones quiero recoger en relacién con dos extre-
mos en particular.

En primer lugar, por lo que se refiere al sector publico econémi-
co. El INI, bien que mal, habia supuesto el primer intento de cierta
importancia para establecer y ordenar la gestién industrial de la Ad-
ministracién. En modo alguno pretendo sefalar que sus resultados
fueran siempre acertados. No cabe desconocer, sin embargo, el papel
que desempend para la industrializacién del pais, principalmente en
sus primeros momentos. Que era preciso rectificar muchos de sus
planteamientos es algo que esta fuera de toda duda. En el periodo
que estudiamos, sin embargo, se sanciona no una politica de obliga-

(8) Piénsese, por ejemplo, en la ordenacién juridica de las figuras que se introducen
para determinar la coyuntura; en el realce que desde el punto institucional ofrece el con-
cepto mismo de plan; en los criterios un tanto novedosos de la que seria llamada Adminis-
tracién concertada o negociada; en toda la tematica de las directrices o en las férmulas de
localizacién industrial. Hay también un crecimiento notorio del aparato organizativo de la
Administracion. Es, en definitiva, una nueva Administracién econémica lo que se perfila,
en el contexto de la nueva ordenacién que se establece con caracter general: Leyes de Pro-
cedimiento Administrativo, de Régimen Juridico de la Administracién, de Contratos, Ley
del Patrimonio del Estado, etc.

257



SEBASTIAN MARTIN-RETORTILLO BAQUER

da rectificacion del sistema, sino de enfrentamiento global e indiscri-
minado con las empresas publicas que, ademds, en los términos que
se formulaba, carecia de toda légica (9). Estuvo siempre latente una
cierta animadversion de caracter general frente al sector publico.
Hasta el extremo que algunos debimos salir en defensa de lo que la
empresa publica representaba, sefialando que muchas de las criticas
que se le formulaban, ciertas, eran referibles a formas concretas de
gestién de algunas de ellas, que por cierto no se rectificaron, y no
a lo que institucionalmente representaba la figura de la empresa
publica.

También, y en segundo lugar advertir, que los estudios de politica
econdémica de aquellos afos insistian de modo muy especial en pos-
tular la concentracién de las acciones de desarrollo econémico en
determinadas areas sobre las que se vertebrara todo el sistema, y cu-
yos efectos, se piensa, se expandirdn después con caracter general.
Politica de localizacién espacial de las inversiones, determinadas
ademas selectivamente seguin los distintos tipos de industria. Seria
ampliamente acogida en nuestra experiencia planificadora a través
de muy distintas versiones de diferente contenido y alcance: polos de
desarrollo, polos de promocién, poligonos industriales, etc. La arti-
culacién concreta de este sistema de localizacién se llevara a cabo
mediante la conjuncién de muy distintas férmulas juridicas que con-
curren en los espacios previamente localizados: subvenciones, exen-
ciones fiscales, beneficios sociales, reconocimiento de la condicién
de beneficiarios a efectos de expropiacién forzosa, agilizacién del
procedimiento en la contratacién administrativa de las obras publi-
cas que han de realizarse, soluciones urbanisticas adecuadas, etc.
Eran férmulas en cierto modo novedosas entre nosotros, al menos,
por lo que se refiere a la concurrencia de tan distintas técnicas de ac-
tuacién especialmente delimitadas y que han quedado ya incorpora-
das en nuestra Administracién econémica (10). Si esto es cierto, no

(9) Recuérdese que desde el 1 Plan de Desarrollo la creacién de empresas publicas
habia sido circunscrita necesariamente a sectores econémicamente regresivos: sélo cra
posible cuando la iniciativa privada no «acudifa» a la oferta que al efecto era nccesario for-
malizar con carécter previo. Si esto era asi, resultaba ilégico a todas luces formular juicio
alguno sobre la rentabilidad de las empresas publicas cuya actividad, en principio, apare-
cia legalmente circunscrita a sectores no rentables.

(10) El significado que en el ordenamiento juridico-administrativo tuvieron todas las
cuestiones cxpuestas en este apartado, desde la LEEA 2 la reforma del sistema financiero,
desde las medidas de coordinacién de la politica econémica al propio sistema de planifica-
cién, hara que constituvan objeto de muy especial atencién por parte de la doctrina. Hay
sobre todo ello una literatura de caracter un tanto pancgirista de las realidades expuestas.
No obstante, al margen de la misma, cabe constatar que sc formaliza una doctrina abun-
dante y rigurosa sobre muy distintos temas relacionados con la Administracién econémi-
ca, a la que deben anadirse las abundantes traducciones de obras extranjeras sobre la ma-
teria. Son, en general, aspectos concretos los que se estudian pero referibles en la practica
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cabe olvidar, sin embargo, que estas soluciones de localizacién in-
dustrial contribuyeron a un amplio y definitivo abandono de nues-
tros medios rurales y a una notoria acentuacién de los desequilibrios
territoriales (11).

c) El contexto econémico de la transicion politica

Estamos en el dltimo periodo del III Plan de Desarrollo. Los prin-
cipios del desarrollismo estidn ya establecidos. Un periodo que va a
coincidir con el cambio politico. De todos modos, nétese que habia
desaparecido ya la mistica habida afios anteriores sobre las posibili-

a la totalidad de la tematica propia de la Administracién econémica. Los limites obligados
de este trabajo harian que fuera intento imposible el que tratara de referir, ni siquiera, los
estudios que considero mas importantes. Basteme con senalar, por una parte, que practi-
camente todos los estudiosos del Derecho administrativo, cualquiera que sca su dedica-
cién preferente, dedicaran a ellas su atencién: hasta Jestis GONZALEZ PEREZ escribird sobre
los programas de inversiones... También, que las paginas de la REVISTA, principalmente
desde que en ¢l num. 46, de 1965, aparece el estudio de T. R. FERNANDEZ sobre problemas
actuales de las empresas publicas, hasta que en 1977, en ¢l nim. 82, escribe M. BassoLs
sobre los convenios de colaboracién para el fomento de actividades econémicas, recogen
de modo constante articulos sobre estas cuestiones.

(11)  El resultado efectivo de las férmulas expuestas fue por demaés irregular. Distinto,
muy distinto fue tambicén el alcance de las diferentes versiones de localizacién. Algunas de
ellas —estoy pensando en la experiencia de algunos polos de desarrollo— supusieron que
capitales provincianas dedicadas exclusivamente al sector servicios se convirtieran en au-
ténticos centros industriales. No cabe olvidar, sin embargo, que la politica expuesta fue la
causa directa de un masivo éxodo de la poblacién rural y de un dramatico y definitivo
abandono de estos medios, que tanto sigue pesando todavia en la realidad espafola. Es un
extremo que no debe pasar desapercibido. Unas consecuencias que pudieron y debieron
evitarse con versiones distintas de esta politica de localizacién industrial: recuérdese, por
cjemplo, la experiencia llevada a cabo por la Diputacién Foral de Navarra. Creo que, si-
guiendo a nuestro tedlogo salmantino Olegario GoxzALEZ DE CARDENAL, en su Elogio de la
encina, cabe cuestionar una politica que vino a imponer el abandono de nuestros medios
rurales, el sacrificio de las migraciones interiores, la degradacién social y personal a la que
han conducido, asi como los costes marginales que han supuesto las fomentadas concen-
traciones urbanas. No obstante —dice—, en medio del triunfalismo de nuestros planifica-
dores —que la crisis econémica inmediata evidencié—, y que martillearon el pais con ta-
sas de crecimiento v estadisticas expresivas del llamado «milagro econémico espaiiol»,
convendri tener muy presente la desertizacion a la que los Planes de Desarrollo han con-
ducido a buena parte de aquellas regiones v comarcas donde «ya no hay esperanza, donde
los moradores de poblados v aldeas estan condenados a andar solos el trecho de vida que
les queda en esas zonas, donde nada s¢ ha promovido, donde nada se ha previsto porque
no son rentables para el turismo exterior v entonces se ha condenado a los hombres a mo-
rirse como nacieron o a desenraizarse a si mismos vendo camino de esa crucifixién que es
el ganar dinero en cualquier fragua de Europa para iniciar luego la huida a cualquier su-
burbio espafiol». Y el tedlogo salmantino se pregunta también sobre qué sublimes ideas
habran llevado a determinados politicos espaifioles a hacer de Espafa un pafs con ciuda-
des monstruosas por un lado v aldeas desiertas por otro, «sin haberse percatado de que la
moderna ciudad de poblacién intermedia plenamente industrializada y que asume los re-
cursos de produccién que la propia zona ofrece, es la tnica forma de sobrevivir humana-
mente». «Un corral de muertos es casi toda la Espaiia interior en sus ciudades no capitales
de provincia o de turismo...».
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dades que la planificacién podia ofrecer; hubo también una sustitu-
cién en quienes venian siendo los rectores de la politica econémica,
que debilitaria muy directamente la efectividad de las medidas pre-
vistas en el III Plan. Su no sustitucién por otras mas adecuadas fue
insuficiente para evitar una situacién de grave crisis econémica.
Tuvo ciertamente alcance internacional: entre nosotros apareceria
acentuada al no haberse asumido en su momento la impopularidad
que acaso hubiera supuesto la adopcién de las correspondientes me-
didas correctoras.

Excepcion hecha de la Ley General Presupuestaria, a la que des-
pués aludiré, los esfuerzos mas importantes de la Administracién
econdmica se concentraran en este periodo en abordar la crisis casi
generalizada de numerosas entidades bancarias, que, como se dijo,
fueron en su mavor parte las de creacién reciente al amparo de las
medidas que se expusieron en el apartado anterior. Nuestra Adminis-
tracién econdmica, en concreto la Administraciéon crediticia, tuvo
que enfrentarse con la crisis bancaria mas importante de nuestra
historia. Un reto, escribi por aquel entonces, un reto, auténtico reto,
que se debid asumir en un contexto politico y econémico nada favo-
rable. No creo deba silenciarse. En modo alguno quiero hablar del
tema de las crisis bancarias ni enjuiciar tampoco las situaciones a
las que dieron.lugar. Pretendo tan sélo reflexionar sobre lo «ingrata»
que en Espafa ha sido siempre la realidad econémica con la liber-
tad... Incluso diriase que ha tratado de impedir que pudiera alcan-
zarse. La crisis de los anos sesenta afloré entre nosotros tardiamen-
te; en la practica, coincidira con la Reforma politica. Nétese que la
primera medida para tratar de superarla fue el Decreto de 11 de no-
viembre de 1977, cuando el primer Gobierno democratico lleva muy
pocos dias en el poder. Y, en ese contexto, crisis econémica y crisis
bancaria se haran equivalentes a democracia: se entendera que ésta
es la causa de aquéllas. Haberse enfrentado con tal equivalencia, ha-
ber puesto de relieve su falsedad, y haberlo hecho, ademas, con unos
medios juridicos notoriamente obsoletos e insuficientes, con unas
estructuras administrativas fragiles en extremo, es la tarea que asu-
miod nuestra Autoridad econémica, procediendo a las rectificaciones
oportunas, creando para solventar la situacién de las entidades fi-
nancieras en crisis los tres Fondos de Garantia de Depésitos (12).

(12) Sers, naturalmente, el de las entidades bancarias el que, con creces, deba inter-
venir mas entidades. Los Fondos estan constituidos por aportaciones del Estado vy de la to-
talidad de las entidades de crédito. Entre nosotros, ademas de la finalidad que su propio
nombre indica (en la practica, a pesar de existir un limite de garantia, cubrieron la totali-
dad de los depésitos), los Fondos tenian también el cometido de llevar a cabo el reflota-
miento financicro de la entidad en crisis. La realidad expuesta, condicionante de todo el
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Un extremo muy concreto merece, por ultimo, especial mencién.
Me refiero, se ha sefialado, ya a la Ley General Presupuestaria de
enero de 1977, que traté de ordenar todo el sistema del gasto publi-
co. Tendria muy especial incidencia en la gestién y operatividad del
sector publico. Se trataba de completar —y de rectificar— las previ-
siones de la LEEA y de la Ley de Patrimonio del Estado. La Ley, con
la divisién que establecia de los organismos auténomos vy la tipifica-
cién que en su articulo 6 hacia de las sociedades estatales, constituyé
en la practica el por aquel entonces tan reclamado estatuto de la em-
presa publica.

3. LA CONSTITUCION ECONOMICA EN EL TEXTO DE 1978:
EL MODELO DE ADMINISTRACION ECONOMICA PREVISTO EN LA MISMA

Es facil convenir que el punto central v condicionante de todo el
desarrollo durante los cincuenta afios que analizamos no es otro que
la sancién que nuestra Leyv Fundamental de 1978 lleva a cabo de un
determinado modelo de Constitucién econémica. Asumido lo que el
término expresa, resulta tema de singular trascendencia, ya que de-
termina las bases obligadas de toda la ordenacioén juridica posterior
de nuestro sistema econémico. Tema al que me he referido en distin-
tas ocasiones y que ha sido ampliamente tratado, nétese, con una
muy singular coincidencia respecto a las conclusiones sobre el mo-
delo de Administracién econémica sancionado en nuestra Constitu-
cién. Lo referiré, pues, muy en sintesis.

La doctrina, nada mas publicarse la CE, se ocupé de estas cues-
tiones con extremo detenimiento: se trataba de fijar el llamado «mo-
delo econémico de la Constitucién». Los estudios llevados a cabo en
un primer momento, por lo general, fueron quiza demasiado genéri-
cos. Algunos apenas profundizaban en el analisis y valoracién de las
consecuencias juridicas de los propios enunciados constitucionales.
En otros, ademas, se observa que su propia intencionalidad no era
sino la afirmacién de determinadas posiciones ideoldgicas respecto
al sentido que debe darse a la Constitucién econémica del texto de
1978 (13). Hubo, en todo caso, una marcada coincidencia al sefialar

sistema financiero, gravé de forma muy notable en aquel entonces el planteamiento y ges-
tién de la Administracion econémica.

(13) Planteamientos aprioristicos —recuérdese, por ejemplo, la reiterada y equivoca
contraposicién que se ha hecho de los arts. 38 y 128 CE— en buena medida unilaterales y
partidistas. En ocasiones también, buscadamente imprecisos, en cuanto resultado de un
pretendido e interesado uso alternativo del Derecho. En todo caso. debe notarse que los
analisis juridicamente mas significativos acerca del estudio del llamado modelo econ6mi-
co de la Constitucion han procedido tanto de la doctrina juridico-publica como de la mer-
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las caracteristicas politicas y econémicas a las que respondia la
Constitucién econémica en el texto de la de 1978.

Resulta obligado reconocer que a la hora de elaborarse la Consti-
tucién no aparecieron, o no se valoraron debidamente, las conse-
cuencias de muchas de las soluciones que iba a sancionar en el am-
bito econémico. Explicablemente, fueron realmente otras, v no éstas,
las cuestiones que principalmente atrajeron la atencién de nuestros
constituyentes. Junto a ello, recuérdese también que el consenso de
muy distintas fuerzas politicas, con postulados econémicos diferen-
tes, cuando no contrapuestos, que caracterizé y permitié la elabora-
cién del texto de 1978, condujo légicamente a férmulas un tanto im-
precisas y acaso en exceso genéricas; en ocasiones también, intencio-
nadamente ambiguas.

Establecer el modelo econémico sancionado en la Constitucién
es tarea que requiere del maximo rigor a la vista de las dificultades
que entrafa. Deben quedar al margen interpretaciones unilaterales,
sesgadas, frecuentemente de marcada conveniencia. Siempre son re-
chazables; todavia mas, como es l6gico, cuando abordan un sistema
normativo de sentido integrador. No es juridicamente correcto expli-
car unilateralmente y desde una sola vertiente un texto constitucio-
nal que fuera resultado no de la imposicién, sino del comin acuerdo
v del consenso de muy distintas fuerzas politicas. Quedaba manifies-
tamente excluido un sistema econémico en el que ninguna inciden-
cia tuviera la accién de los Poderes publicos para garantizar los valo-
res que la Constitucién sefiala que se deben salvaguardar; también, y
desde otra perspectiva, la que postulase la expresién ilimitada de la
iniciativa publica o la socializacién o estatalizacién del sistema eco-
némico. El texto constitucional, no cabe la menor duda, es plena-
mente flexible: son distintas las opciones que caben dentro de él.
Que la Constitucién, al disefiar un determinado sistema econémico,
permite su actualizacién mediante hipétesis diferentes es conclusién
practicamente comun, tanto por parte de los juristas como de los
economistas que, desde la 6ptica de la politica econémica, se han
pronunciado sobre el tema. La CE, se dice, sanciona un sistema de
economia mixta de caracter neoliberal, que responde a los esquemas
de una economia de mercado de corte neocapitalista, aunque con
fuertes y variables componentes de intervencién publica. Sus actores
principales —dice M. GARCIA-PELAYO— son ciertamente las empresas
privadas. No obstante, establece de modo muy explicito que el Esta-
do no sélo tiene la funcién de regulador juridico, administrativo y

cantilista, que progresivamente iban completdndose con la doctrina del Tribunal Constitu-
cional sobre las distintas cuestiones.
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econémico del sistema; tiene también a su cargo una expresa fun-
cién social, que es esencial para su estabilidad. La Constitucién no
niega las posibilidades que asi se abren a la accién de los Poderes
publicos: las reconduce, sin embargo, y de forma necesaria, a unos
cauces precisos. Sancién, en definitiva, del sistema econémico gene-
ralizado en los lamados paises occidentales. La CE responde, pues,
a los principios econémicos que en su fase actual ofrece «un neoca-
pitalismo en transito», presidido por la «institucién misma del mer-
cado y de la competencia» (14). Que se actualiza mediante una serie
de clausulas generales, de las que habra que deducir los principios
que constitucionalmente configuran el sistema. Recurso, pues, a la
férmula de cldusulas un tanto indeterminadas, que es como opera la
obligada y necesaria flexibilidad que toda Constitucién democratica
requiere (15). :

Es facil advertir que la articulacién concreta del sistema de nues-
tra Constitucién econémica puede dar lugar a situaciones muy dife-
rentes vy heterogéneas. Todas ellas han de mantenerse en los médulos
senalados. Caben, desde luego, como ya se ha dicho, distintas opcio-
nes de politica econémica; no todas, sin embargo. Opciones posibles
que deben responder a una serie de principios que es obligado armo-
nizar conjunta y sistematicamente. Principios que la doctrina ha es-
tablecido siempre con caracter convencional, caracter en el que in-

(14) EIl esquema sefialado debe completarse desde «la perspectiva social», que es la
que precisamente habilita su ordenacion por parte de los Poderes publicos (A. MENENDEZ);
hay una auténtica interaccién de instituciones v de férmulas publicas y privadas, que son
las que constituven la estructura sociocconémica global (M. Moris1). Sancién también, en
definitiva, del esquema existente con anterioridad a la propia Constitucién: es cierto que
ésta debe valorarse son e} significado realmente trascendental que presenta, al situar el
tema en un contexto politico radicalmente distinto, el democritico, y establecer a tal fin
los oportunos controles. No obstante, como M. Garcia-PELAYO ha sefialado, «el sistema
econémico subyacente a la Constitucién no difiere mucho en lo sustancial del existente en
la legislacién y en la praxis del Estado franquista: ni la planificacién, ni la reserva al sector
publico, ni la iniciativa publica, ni la expropiacién con indemnizaci6n, no necesariamente
previa, son novedades que establezca el texto de Ia Constitucién».

(15) Una valoracién global y sistemitica de las clausulas econémicas contenidas en
la CE permite llegar a la conclusién de que ésta, con los importantes condicionamientos
que luego se diran, sanciona de modo fundamental un sistema de libertad econémica que,
a la postre, es proyeccién del principio de libertad y que constituye uno de los fundamen-
tos en los que se asienta la CE. Libertad que no es posible desagregar; es una: existe o no.
En épocas pasadas, lo vimos va, frente a los pretendidos intentos liberalizadores del desa-
rrollismo tecnocratico, se razoné con acierto que no podia haber libertad econémica si no
habia libertad politica. Todo sistema democratico postula y debe conducir siempre a un
sistema econémico cuyo nucleo central es inequivocamente la empresa. Afirmacién in-
cuestionable al amparo del articulo 38 CE, que es preciso completarlo sefialando también
que, por expresa prescripcién constitucional, los Poderes pablicos tienen un amplio come-
tido. Asf, pueden regular el comercio (art. 51), redistribuir la renta (art. 40), promover el
bienestar mediante un sistema de servicios sociales (art. 50), atender a la modemizacién y
desarrollo de los distintos sectores econémicos (art. 130), velar por la racional utilizacién
de los recursos (art. 45), planificar la actividad econémica general (art. 131), v un largo
etcétera de actuaciones a llevar a cabo.
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sistimos, y que pueden centrarse, basicamente, en la libertad de em-
presa en el marco de la economia de mercado; concurrencia econé-
mica publica y privada, y pluralidad de Poderes pablicos intervinien-
tes en el sector econdémico y unidad de mercado. Tres principios, sin
duda alguna, los mas determinantes que de forma inequivoca san-
cionan distintas cldusulas del texto de 1978 y que constituyen el fun-
damento de la Constitucién econémica que establece.

Una ultima precisién para concluir. Llama la atencién el reitera-
do emplazamiento que nuestra Constitucién hace a la actuacién de
los Poderes publicos en el Ambito econémico y al sistema de presta-
ciones que sanciona. Estamos en 1978. Nuestra Constitucién va a
responder de forma muy concreta a un modo de entender el Estado
social de Derecho que, precisamente cuando aquélla se elabora, esta
recibiendo va rectificaciones importantes en no pocos ordenamien-
tos del Derecho comparado. Ser4, sin duda alguna, el canto del cisne
de una forma concreta del Estado social de Derecho; el también lla-
mado Estado del Bienestar. Quede bien claro: no se abandonan los
principios que inspiran este dltimo, sino que, como se verd, tal obje-
tivo se plantea sobre bases del todo distintas.

4. LA PROGRESIVA FORMALIZACION DE LA ADMINISTRACION ECONOMICA
EN EL PERIODO POSTCONSTITUCIONAL. LA CONCURRENCIA
DE LAS COMUNIDADES AUTONOMAS Y, ESPECIALMENTE,
DE LA ORDENACION DERIVADA DEL DERECHO EUROPEO

La Constitucién econdmica de 1978, con las muy distintas opcio-
nes que caben dentro de ella, va a inspirar todo el desarrolio poste-
rior de la ordenacién juridico-administrativa del sistema econémico.
Mas todavia: aquélla no sera solo el fundamento obligado de esta or-
denacién, sino que, ademds, en la practica, se llevaria a cabo la casi
total modificacién del ordenamiento juridico relacionado con la rea-
lidad econémica.

Intento vano por mi parte seria que tratara de referir la evolucién
del Derecho administrativo econémico en este periodo postconstitu-
cional. Ello supondria nada menos que exponerlo practicamente en
su totalidad. Me concretaré a las lineas mas generales, deteniéndome
en algunos, sélo en algunos extremos en particular, para concluir
con los dos fenémenos que se refieren al final del epigrafe que acaba
de recogerse: incidencia de las Comunidades Auténomas en la reali-
dad econémica y, de modo muy especial, consecuencias de la orde-
nacién establecida en el Derecho europeo.

Se establece una regulacién nueva, practicamente, de todos los
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sectores que de una u otra forma integran la realidad econémica (16).
No obstante mantenerse una amplia intervencién de muchas activi-
dades econémicas —como excepcién, habra que sefialar las medidas
contenidas en el llamado Decreto-ley Bover—, es manifiesta la orien-
tacién hacia una economia de mercado, la libertad de empresa, con
el contrapunto obligado de la garantia de la libre competencia. Es
obligado destacar, ya desde ahora, el significado realmente impor-
tante que esta materia tiene en el ordenamiento europeo, en el que
constituye una de las cuestiones mas condicionantes. Entre nosotros
seria afrontada, principalmente, por la nueva Ley de Defensa de la
Competencia, la Ley 16/1989, a cuyo amparo el Tribunal ejerce, aho-
ra si, un control en extremo riguroso, y por la creacién de la Comi-
sién Nacional del Mercado de Valores, que establecida por la Ley
24/1988, de 28 de julio, posteriormente modificada en distintas oca-
siones, ha pasado a ser la pieza clave del sistema del Mercado de Va-
lores, ejerciendo de modo creciente unas funciones decisivas, cada
vez mas penetrantes, con el fin de garantizar la libre competencia,
salvaguardando en todo momento la transparencia de dicho merca-
do.

El sector industrial, buscando su racionalizacién, sufrira una
profunda reconversién. Si destacamos este aspecto es porque, lo
mismo que vimos ocurriera al tratar el tema de la localizacién indus-
trial durante el periodo de los Planes de Desarrollo, las férmulas que
ahora se emplean son también expresién muy significativa del con-

(16) Comencemos por la nueva ordenacién del sistema financiero: se han regulado
ya los 6rganos rectores del Banco de Esparia y la Ley de 1988 sobre disciplina e interven-
cién de las entidades de crédito sera la que de modo fundamental determine las funciones
de la Administracién crediticia y la creacién de nuevas entidades de crédito, que, en prin-
cipio, se liberaliza. En una primera época, sin embargo, la gestién de las entidades de cré-
dito se articula a través de un complejo sistema de coeficientes legales; especialmente el de
caja y el de inversién. Especial atencién merece la que resultaria polémica Ley 31/1984, de
2 de agosto, que estableci6 las normas basicas sobre los 6rganos rectores de las Cajas de
Ahorro. Estas requerian, ciertamente, una obligada reestructuracién: la LORCA, sin em-
bargo, en mi opinién, las situé en un plano politico en exceso, que no es bueno, y sus solu-
ciones han constituido punto de confrontacién habitual con las Comunidades Auténomas,
que era en materia de Cajas de Ahorro donde tenfan las competencias de caracter econé-
mico maés significativas. Casi todos los sectores econémicos seran objeto de nuevas regula-
ciones: en 1980 se dicté ya un importante Real Decreto que sancionarfa con notable am-
plitud la liberalizacién industrial; en materia de transporte, en 1987; los puertos se regu-
lan en 1992; hay una de la Ley de Industria en 1992; la ordenacién de la energia eléctrica,
liberalizada. diferencia las fases, produccién, transporte y comercializacién, perdiendo ex-
presamente la condicion de servicio publico. Aparecen también nuevos sectores que
irrumpen con fuerza. Ahi esta el complejo mundo de las telecomunicaciones, que com-
prende realidades tan heterogéneas y en el que concurren intereses econémicos tan nota-
bles. Especial significado desde el punto de vista econémico tendra también la Ley Gene-
ral para la Defensa de los Consumidores y Usuarios de 1984; muchas de las disposiciones
que se dictan en materia medioambiental van a incidir muy directamente en la mayor par-
te de las actividades de significado econémico. Nuevas regulaciones todas éstas en las que,
como es l6gico, trascienden los principios del Derecho europeo.
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curso alternativo o convergente de muy distintas técnicas adminis-
trativas, concertadas en no pocos extremos con la actuacién del sec-
tor privado. En el ambito industrial, un fenémeno en particular que
va a alcanzar dimensiones notables es el de la elaboracién de una au-
téntica infinidad de determinaciones técnicas que, obviamente, con-
dicionan todo el proceso industrial y que, generalmente, llevaran a
cabo organizaciones privadas juridicamente cualificadas. Es fenéme-
no importante, sobre cuyo significado no es necesario insistir, y que
novedosamente se incorpora a la realidad de nuestra Administracién
econdémica.

Hacia mitad de la década de los setenta el sector publico indus-
trial se consolida e, incluso, se acrecienta. En todo caso, se manifies-
ta una tendencia creciente hacia su racionalizacién, basicamente
desde la perspectiva de su rentabilidad. Mas adelante volveremos so-
bre este extremo en particular. Se establecen también nuevas férmu-
las de agrupacién de las empresas que lo integran, quedando al mar-
gen por el momento las dependientes del Ministerio de Hacienda:
INI, INH v Teneo constituven ahora el esquema organizativo, que en
enero de 1996 se modificara con la creacion de la Agencia Industrial
del Estado y la Sociedad de Participaciones del Estado, S.A., estable-
ciéndose mds tarde una nueva organizacién, a la vista ya del proceso
de privatizacién.

Una observacién de caracter general relacionada con la configu-
racién y gestion de la Administracién econémica durante este perio-
do postconstitucional. Me refiero a la notable y equivoca acentua-
cién que experimenta el fenémeno de la llamada huida del Derecho
administrativo, con las graves consecuencias que comporta y que se-
rian reiteradamente denunciadas. Tradicionalmente, es cierto que
fue en el ambito de la gestiéon econémica del sector publico donde
los procedimientos habituales de gestién eran de caracter privado.
Fue precisamente en relacion con ellos que FLEINER sefialé el referi-
do proceso de la huida del Derecho administrativo. Es esta altima re-
alidad que ni se cuestiona ni se discute. Lo que se enjuicia, y se en-
juicia criticamente, es que, al margen de la gestién, los esquemas or-
ganizativos de la propia Administracién econdmica van a ser,
fundamentalmente, sociedades mercantiles y que su actividad, inclu-
so buena parte de su actividad de ordenacién, va a discurrir por cau-
ces juridico-privado. Es tema de caracter general, ciertamente, pero
que en relacién con la Administracién econdémica alcanzaria muy
singular relieve.

Referir el desarrollo de la ordenacién juridico-administrativo de
la realidad econémica obliga a considerar dos cuestiones fundamen-
tales que, ademas, van a determinar el alcance y sentido posterior de
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nuestra Administracién econémica. Me refiero, no hace falta decirlo,
a la proyeccién operativa que en el &mbito econémico va a tener la
organizacién territorial prevista en la Constitucién con la aparicién
de Jas Comunidades Auténomas y, naturalmente, a la incorporacién
de Espaiia a la Unién Europea.

Algunas reflexiones muy breves sobre estos dos extremos.

En relacién con el primero, es facil convenir que tanto la Constitu-
cién como los distintos Estatutos de Autonomia no prevén participa-
cién relevante de las Comunidades Auténomas en la determinacién
de las que podemos considerar como grandes magnitudes macroeco-
némicas. Es logico. Incluso, dentro del sistema financiero, su papel se
concreta, basicamente, al ambito de las Cajas de Ahorro, y siempre en
el marco de las bases del Derecho estatal. Dicho esto, es facil consta-
tar también el importante papel que les corresponde en muchos otros
aspectos como son, basicamente, los relacionados con distintos secto-
res econémicos: comercio, industria, agricultura, artesania, etc. Papel
relevante en extremo que, en todo caso —se insiste en ello—, es preci-
so enmarcar en el ambito de la ordenacion basica v general de la acti-
vidad econdmica, que corresponde al Estado, v en el que se deducen
una serie de principios constitucionales, entre ellos el de unidad de
mercado, principio de caracter limitativo en relacién con el ejercicio
de las competencias que puedan corresponderles.

Nadie discute, ciertamente, lo que acaba de decirse. Ocurre, sin
embargo, que su aplicacién practica se ha llevado a cabo con laxitud
extrema. En éste como también en tantos otros, la realidad a la que
hoy responde el papel de las Comunidades Auténomas va mucho
mas alla del disefio constitucional y estatutario previsto. Es realidad
indiscutible, de mas que dudosas consecuencias, que ya se dejan sen-
tir en no pocos ambitos. En todo caso, y aunque ha habido rectifica-
ciones importantes, el problema de fondo de todas estas cuestiones
entiendo que est4 en el equivoco planteamiento de que vienen siendo
objeto. No se ha hecho realidad lo que hace muchos afios postulara
J. TorNOS, ¥ que he recordado hasta la saciedad, de que el papel fun-
damental de las Comunidades Auténomas en el ambito econémico
—vy puede ser grande— no est4 tanto en que recaben y asuman com-
petencias relativas a distintas materias, que siempre conducen a in-
negables confrontaciones, sino en la participacién efectiva de aqué-
llas en los 6rganos que establecen y fijan la politica econémica con
caracter general. Lastima que no sea éste el criterio inspirador en el
planteamiento de nuestra Administracién econémica, aunque, es
cierto, parece vislumbrarse un mayor protagonismo, al menos en al-
gunos ambitos, de las Conferencias o Comisiones sectoriales del Es-
tado v las Comunidades Auténomas.
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El segundo extremo a referir es, naturalmente, el que se deriva de
la integracién de Espafia en la Unién Europea. Valdrese el condicio-
namiento que de tal circunstancia se deriva a la vista de la obligada
vinculacién a ese ordenamiento de la regulacién de nuestro sistema
econémico. Es mas: no se olvide que, no sé si para bien o para mal,
el Derecho europeo es, basicamente, un Derecho econémico. Un De-
recho econémico que decididamente postula principios propios de
economia de mercado y de libertad econémica, aunque no debe olvi-
darse que ofrece también un grado de muy notable intervencién pu-
blica, precisamente para garantizar la efectiva puesta en practica de
esos principios.

Cabria pasar revista a los distintos aspectos que en concreto con-
fluyen en la realidad econémica: no serd necesario detenerse sobre
este particular. Baste referir, por ejemplo, cémo el sistema moneta-
rio, la politica de la competencia (tan condicionante en un sistema
de economia de mercado), el régimen de ayudas y subvenciones, la
radical incompatibilidad del sistema habitual de las empresas publi-
cas con el régimen establecido en el ordenamiento europeo, practica-
mente toda la ordenacién del sector agrario, el régimen de trasportes
y el de tantos otros aparecen directamente condicionados por ese or-
denamiento. Ninguno de ellos, por mediana relevancia que ofrezca,
escapa a las determinaciones del Derecho europeo, que pasa asi a
constituir el marco, cuya amplitud en modo alguno cabe cuestionar,
en el que necesariamente debe moverse la ordenacién juridico-admi-
nistrativa de nuestro sistema econémico. Ha sido, ademas, la politi-
ca econémica de la Unién Europea la que de modo decisivo ha con-
dicionado la evolucién de nuestra Administracién econémica hacia
férmulas de notable liberalizacién. De todos modos, aun siendo muy
notable el condicionamiento de esta ordenacién, no quiere decirse
que no mantengan también muy singular relieve las opciones que los
distintos Estados de la Unién pueden asumir. La constatacién de la
realidad que los mismos ofrecen acredita lo que se sefala. Hay, sf, en
todo caso, lineas comunes insalvables: no cabe suponer que deba al-
canzarse identidad. Las politicas econémicas de los distintos paises
no pueden ser contradictorias; en no pocos aspectos, sin embargo,
pueden ofrecer contenidos distintos. Y ello a pesar de que el cartesia-
nismo del Presidente Delors, con el cambio de una sola palabra —de
Mercado comuiin se pasé a Mercado uinico—, pretendiera esa absoluta
y total homogeneizacién.
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5. LIBERALIZACION DEL SISTEMA ECONOMICO;
LA ADMINISTRACION PUBLICA Y LAS FORMULAS PRIVATIZADORAS.
REFLEXIONES FINALES

Ya al final de la década de los sesenta, como medida de conten-
cién al siempre mantenido crecimiento del aparato administrativo vy,
también, claro es, para obviar la situacién de crisis econémica per-
manente del sector ptiblico econémico, se planteara en algunos pai-
ses la privatizaciéon de este dltimo. Se trata de hacer realidad unos
postulados liberalizadores en materia econémica, sin que las transfe-
rencias patrimoniales que se postulan y llevan a cabo supongan que
en la direccién de determinados sectores los Poderes publicos quedan
totalmente marginados: mecanismos distintos —recordemos, por
ejemplo, la formula de la llamada «accién de oro»— permiten mante-
ner su presencia en términos en extremo operativos. Hasta el punto
que, por ejemplo, ha podido observarse que férmulas de este tipo han
otorgado en Gran Bretafa a las Agencias del Gobierno mayor poder
en la gestién de esas sociedades que el que tenian por via patrimonial
antes de la enajenacién de las participaciones patrimoniales.

En Francia, Inglaterra v Alemania, la fundamentacién ideoldgica
de la privatizacién del sector publico en los términos expuestos ha
sido muy explicita desde su comienzo. Consecuencia directa y busca-
da de un intento de consagrar y desarrollar un sistema de mayor forta-
lecimiento de la economia de mercado, con mayor participacién de los
operadores econémicos privados y, consecuentemente, -con un mas
amplio juego de la iniciativa privada. En Italia, por el contrario, el pro-
ceso privatizador se inicié, basicamente, como resultado de un intento
de reestructuracién econémico-financiera del propio sector publico,
en buena parte inspirado por su propios gestores, ante la situacién de
su deterioro, con el fin de cubrir el déficit que generaba. Y si aducimos
este ultimo supuesto es porque a las mismas razones respondieron
también las amplias v un tanto desapercibidas privatizaciones que en
un primer momento se llevarian a cabo entre nosotros.

Me referi a la reestructuracién de nuestro sector publico inspira-
da en criterios de rentabilidad. Unos planteamientos cuya razén alti-
ma no era sino afrontar la situacién de grave crisis de las empresas
publicas tanto desde el punto de vista financiero como desde la ope-
ratividad de su gestién. Y sera en este contexto en el que se llevaran
a cabo las primeras experiencias privatizadoras. No habia en aquel
entonces normativa alguna de caracter general. Las referidas expe-
riencias privatizadoras se realizaron atendiendo. a las circunstancias
que caso por caso se presentan. Llegamos asi a la Ley 5/1995, de 25
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de marzo, sobre régimen juridico de enajenacién de participaciones
publicas en determinadas empresas. Su aplicacién s6lo muy tarde
seria puesta en practica. Los principios a los que responde son ple-
namente correctos. En definitiva, resultado de un postulado que, por
otra parte, tanto ha contribuido légicamente a la reduccién del sec-
tor publico: no es sino el de que la necesaria, o al menos convenien-
te, ordenacién del Estado de muy distintos sectores econémicos no
requiere de la titularidad patrimonial de las empresas que operan en
los mismos. No cabe olvidar que el Estado ostenta distintas potesta-
des para llevar a cabo tal ordenacién, sin necesidad de ser titular de
participacién patrimonial alguna (17).

La privatizacién del sector publico serd uno de los extremos que el
Gobierno que se constituye en 1996 asumira del modo més decidido.
El proceso privatizador se somete ya a una normativa especifica y
concreta, recibiendo su principal sancién en el Acuerdo del Consejo
de Ministros de 28 de junio de 1996, que, ademas de llevar a cabo una
reordenacién del sector publico fijando al respecto los que considera
agentes gestores del proceso de privatizacién, que son las tres entida-
des en las que se agrupan todas las empresas del mismo, establece las
bases del Programa de su Modernizacién, asumiendo explicitamente,
como idea motriz de todo el proceso, la del fortalecimiento de la eco-
nomia de mercado. Un proceso, dice, que en todo caso debe realizar-
se de «tal manera que garantice los intereses econémicos generales,
asi como los [...] de los accionistas vy terceros». Se establecen los prin-
cipios a Jos que necesariamente han de someterse las privatizacio-
nes: entre otros, los de publicidad, transparencia y concurrencia; efi-
cacia y economia; continuidad del proyecto empresarial de las em-

(17) Se trata de una Ley que acota el tema, diferenciando las ecnajenaciones de parti-
cipaciones patrimoniales publicas en sociedades sin cualificacién de ningan tipo, que, en
definitiva, son resultado de la habilitacion constitucional del articulo 128 para el ejercicio
de actividades econémicas de «cuando sc trate de empresas en las que la participacién pua-
blica constituye una forma especifica de garantia y realizacién de un preciso interés publi-
co». Y tratandose de facilitar en todo caso «la maxima extensién potencial [...] en favor del
sector y la actividad privada», mientras que ¢n relacién con las primeras «una politica de
enajenaciones de participaciones estatales directas o indirectas [...], no presenta proble-
mas juridicos relevantes», por lo que a las segundas sc refierc es necesario sustiwiir la ga-
rantia que para el interés pablico podia suponer la titularidad publica de ¢sas participa-
ciones por procedimientos distintos: no me extenderé en la exposicion del sistema de la
Ley 5/1995, que he estudiado cn otra ocasién. Sefialaré tan s6lo que la misma incide ¢n el
fen6meno privatizador desde una perspectiva muy concreta. No se trata de condicionar ni
de reducir su alcance; unicamente, sus posibles consecuencias, estableciendo un titulo de
intervencién de carécter autorizatorio con el fin de que, sin operar sobre la basc de parti-
cipacién patrimonial alguna, aun transmitidas éstas, permita al Estado ordenar aspectos
muy significativos de la gestién de la empresa por razones de interés pablico. Como pucde
verse, se establece una incidencia directa de la ordenacién administrativa del fenémeno
privatizador en aspectos muy sustanciales del derecho de sociedades —validez de sus
acuerdos, derecho de voto, reparto del accionariado, ctc.— que alcanza intensidad muy
notable.
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presas privatizadas; sometimiento a control de todas las privatizacio-
nes que se realicen, etc. Las privatizaciones las realizan los agentes
gestores bajo el impulso, direccién y control del Gobierno. El proce-
so se procedimentaliza con la intervencién preceptiva del Consejo
Consultivo de Privatizaciones que al efecto se establece, integrado
por expertos independientes, y que debe informar preceptivamente
en todas las operaciones concretas de privatizacién acerca de si las
propuestas de venta que se hacen son conformes con los principios
de publicidad, transparencia y libre concurrencia (18).

El Acuerdo del Consejo de Ministros que se comenta es, desde
luego, importante: viene a procedimentalizar la puesta en practica de
la privatizacién del sector publico conforme a principios légicos y
generalizados, hasta el momento inéditos entre nosotros. Se lleva a
cabo asi una amplia operacién que, en buena parte, ha supuesto la
practica liquidacién del sector ptblico industrial del Estado (19). Un
tanto paradéjicamente, muchas Comunidades Auténomas no sélo no
han seguido esa linea de actuacién, sino que, al contrario, han incre-
mentado su propio sector publico, que, en todo caso, mantiene unas
dimensiones en extremo reducidas.

Palida, muy palida expresién del fenémeno privatizador, caracte-
ristica generalizada de la Administracién de nuestros dias en la ma-
yor parte de los paises, seria reconducirlo de modo exclusivo a la pri-
vatizacién del sector publico econémico. Comprende también, y es
basico, la transferencia al sector privado de actividades, de funciones
que venian considerdndose como publicas. Es ésta, sin duda alguna,
en cuanto a su alcance y a sus consecuencias, la mas delicada de to-
das las versiones que la privatizacién presenta. De ahi las cautelas
obligadas que requiere. Se trata, en sintesis, que actividades que han
venido considerandose publicas se remiten ahora al ambito privado.
Quedan al margen, evidentemente, aquellas funciones que habitual-
mente giran y han girado en torno a idea tan polémica como la de
soberania —Justicia, Defensa, Relaciones Exteriores, Moneda, Orden
Publico, etc.—. Ahora bien, junto a éstos hay también una serie de
cometidos que la propia Administracién ha venido acumulando de

(18) El procedimiento se cierra con la sancién de un control especifico sobre el desa-
rrollo de cada proceso por parte de la Intervencién General del Estado, ademas del Tribu-
nal de Cuentas, debiendo el Gobierno informar también al Parlamento de las operaciones
realizadas, asi como del contenido de las distintas auditorias.

(19) El Estado queda asi liberado de la pesada carga financiera que suponia el habi-
tual endeudamiento del sector publico, obteniendo también muy abundantes ingresos de
esta desamortizacién industrial que, por prescripcién legal, no cabe destinar, como habia
sido préctica habitual, a cubrir gastos corrientes de la gesti6n publica, sino que estan vin-
culados a programas concretos de inversién y a cubrir los desbordados costos del déficit
publico. La privatizacién ha sido, pues, politica asumida con caracter general en el ambito
del sector publico estatal.
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modo progresivo como propios v, a veces, como exclusivos, y cuya
realizacién y puesta en practica, al margen de valoraciones coyuntura-
les, hace que constituyan auténticos cometidos publicos que, ademas,
una conciencia social creciente demanda en toda su extensién. La acti-
vidad administrativa en materias tales como la Ensefanza, Sanidad,
Transportes, Comunicaciones, Cultura, Seguridad y Asistencia social, y
tanlos y tantos otros sectores, resulta incuestionable y necesaria (20).
La cuestién a dilucidar ahora no es sino la de que, privatizada la activi-
dad, o parte de ella, las prestaciones se mantengan con caracter univer-
sal para todos los ciudadanos, en condiciones de acceso también igual
para todos, y con el correspondiente grado de calidad. Es aqui donde
precisamente hay que hacer hincapié; y ello con toda radicalidad: que
estos ultimos objetivos tengan el debido cumplimiento. En los supues-
tos que referimos, la Administracién deja de realizar su actividad pres-
tacional, que pasa a ser sustituida por una funcién de ordenacién de
actividades que son privadas; o, si se quiere, conforme a la calificacién
clasica, por una actividad de policia. Es asi, con la matizacién impor-
tante que supone lo dicho, que la privatizacién de determinadas fun-
ciones publicas permite mantener muchos de los logros inequivocos
que ha permitido alcanzar el Estado social de Derecho.

La privatizacién puede ser también un buen camino para la obli-
gada cura de adelgazamiento a la que resulta necesario someter al
aparato del Estado; también la Administracién econémica. Reduc-
cién, y reduccién radical, del aparato administrativo v del sector pu-
blico. Un planteamiento que no tiene por qué conducir a debilitar al
Estado. Que no por ser mas amplia v extensa su actividad, aquél es
mas fuerte. Es lo que vengo llamando cura dietética del Estado. To-
dos sabemos que no por mas grandes, por tener mas kilos, somos
mas fuertes. Todo lo contrario.

El expuesto es el marco en el que hoy nos movemos y que caracte-
riza la vigente ordenacién juridico-administrativa de la realidad eco-
némica (21). Sera ciertamente el mercado el que, basicamente, deter-

(20) Hablar dc la privatizacién de estas funciones, convienc advertir va desde ahora,
no quiere dccir que la Administracién no las siga desempefiando también —sera lo habi-
tual y l6gico— y que, en cualquier caso, deba llevarlas a cabo. Por su obviedad, no parece
haya que insistir al respecto. Sencillamente, no resulta imaginable una comunidad politica
organizada cn la que tales cometidos no existan con carécter publico. Es facil adivinar, sin
embargo, que no es éste el nucleo de la cuestién que se plantea. Es, por el contrario, si la
realizacion de esas actividades corresponde exclusivamente a los Poderes publicos o en su
cjecucién v puesta en practica concurre, puede concurrir también —y, sobre todo, en qué
medida—, el sector privado. Determinar en tal caso los limites de esta posible convergen-
cia constituira siempre ¢l punto debatido a precisar. Generalizada, pues, la privatizacién
de csos cometidos que antes cran pablicos, debe advertirse que se ha razonado amplia-
mente sobre las causas de este fenémeno.

(21) Se habla mucho de su desregulacién —término equivoco por demas y que no
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mine el proceso de su ordenacién y desarrollo. Y, desde esta perspec-
tiva, habréa que recordar que el mercado es el primero que necesita de
un Estado fuerte y de un Estado eficaz. Frente a valoraciones de sig-
no contrario mas o menos equivocas, en muy distintas ocasiones he
venido sosteniendo que en el momento actual en la ordenacién del
sector econémico el papel del Estado se reduce, debe reducirse, en
términos muy notorios. Insisto: el Estado en parte se retira, pero no
cabe entender que desaparece. En modo alguno se defiende, como
despectivamente se ha sefialado, una jibarizacién del Estado. Sencilla-
mente, cambia criterios y procedimientos de actuacién (22). Y ello de
modo muy sustancial. Actuaciones, ademas, obligado es anadir, que
no siempre disminuyen. Hay que expresarlo con toda claridad: la im-
plantacién misma del mercado hace que, en ocasiones, las interven-
ciones publicas aumenten y en todo caso sean mas intensas y pene-
trantes. La referencia, frente a lo que habitualmente se cree, la simple
referencia al Derecho europeo, es al respecto en extremo ilustrativa.
Nuevo campo de la Administracién econémica. Su accién, en no
pocos ambitos, alcanza un grado de penetracién e intensidad que an-
tes era desconocido. Es algo que conviene tener muy claro. Hay que
sefialarlo sin reserva alguna: la ordenacién que, como se ha dicho, de-
riva de la Unién Europea en algunos sectores es profundamente in-
tervencionista. Regulacién penetrante, en ocasiones, hasta detalles
que pueden parecer nimios. Penetracién de la ordenacién publica que
igualmente se deriva del ordenamiento interno: recuérdense las inter-
venciones que se establecen de las llamadas Administraciones inde-
pendientes, tan abundantemente proliferadas en los ultimos tiempos,
o de las Administraciones establecidas precisamente para la defensa
de la competencia. Se trata, desde luego, de un sistema de interven-
cion selectiva; en cualquier caso, es de advertir que la intervencién

acepto, al menos con las consecuencias que se pretenden—. En cualquier caso, no se olvi-
de que, aun admitiendo la terminologia sefialada, toda operacién de desregulacién, al me-
nos en una primera fase, requiere de una muy amplia regulacién.

(22) Hay razones de fondo evidentes que justifican estos nuevos planteamientos libe-
ralizadores. Tienen, como es sabido, una amplia apoyatura ideolégica y politica. No insis-
tiré en ella. Advertiré, sin embargo, el entorpecimiento que para cualquier gestién econé-
mica supone el establecimiento de un indiscriminado sistema de intervenciones adminis-
trativas, incompatible con la operatividad misma que aquélla requiere. También
—digamoslo todo—, innecesariedad —inutilidad— de muchas de estas intervenciones;
muy frecuentemente se mantienen, por puro mimetismo y arrastre férmulas obstaculiza-
doras de puro alcance formal que nada evitan ni prevén. (Es que no hemos visto, es que
no hemos vivido, las reiteradas crisis de distintos sectores cuya gestién estaba precisamen-
te sometida a una permancnte e intensa intervencién administrativa? ;Para qué tantas y
tan puntuales intervenciones publicas de la actividad econémica? ¢Es que, en efecto, ese
sisterna garantiza y es necesario, de verdad, en muchos supuestos para el desarrollo eco-
némico y social, para el cumplimiento de los intereses publicos, tnicos a los que debe res-
ponder la actuacién de la Administracién?
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existe y, ademas, con extrema amplitud e intensidad. Baste referir, en-
tre nosotros, el supuesto de la Comisién Nacional del Mercado de Va-
Jores, con unos poderes de ordenacion y de incidencia en el trafico ju-
ridico-privado realmente desconocidos en nuestro ordenamiento juri-
dico. Es esto con lo que querria concluir. En el contexto que se ofrece
como consecuencia del fenémeno liberalizador hay una inequivoca
permanencia de la Administracién econémica: su accién esta dirigi-
da, basicamente, a garantizar la competencia del mercado.

Una ultima observacién; me la permite, con fundamento, el anali-
sis del sistema de ordenacién publica de la realidad econémica du-
rante medio siglo. La dltimamente expuesta es la caracterizacién que
en el momento presente se ofrece v que, obviamente, conduce a una
profunda mutacién de los Poderes publicos. Privatizacién y liberali-
zacién como respuesta justificada al excesivo volumen alcanzado
por la accién del Estado; respuesta también, en los términos que en
otras ocasiones he insistido, frente a la hartura de lo publico. No
obstante, es necesario introducir una cierta dosis de relativismo
frente a la orquestacién un tanto simplista que, con frecuencia, se
hace de estos nuevos planteamientos como panacea a todos los de-
fectos de nuestra realidad econémica. Con el mismo alcance se plan-
te6 hace tan sélo unos ados el tema del sector publico; las empresas
publicas, como opcién frente a todos los males. (A qué situacién han
llegado? Afios después, y con el mismo significado, seria la planifica-
cién la solucién obligada y necesaria. (Qué ha quedado de todo ello?
Son, desde luego, ejemplos por demas expresivos. Hoy nos encontra-
mos con que la privatizacién y la liberalizacién del sector econémico
son las caracteristicas que ofrece nuestro sistema. Ninguna duda
cabe que en el momento actual asi es, asi debe ser: y lo digo sin re-
serva alguna. En cualquier caso, cualquier exaltacién indiscriminada
de la férmula que se quiera hacer, y que ademas, proféticamente, tra-
te de enunciarse con validez permanente, es siempre arriesgada. La
historia, ademas de compleja, es siempre matizada en extremo.
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